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La Constitución Nacional en el artículo 53 faculta a las partes para conciliar y transigir sobre derechos inciertos y discutibles, fórmula que también se encuentra prevista en el artículo 15 del C.S.T. en cuanto otorga valor a la transacción, salvo cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles, entendidos estos últimos como aquellos que estando clara y expresamente consagrados y desarrollados en una norma positiva, en un caso concreto bajo estudio, los supuestos fácticos que se requieren para su aplicación coinciden con los del precepto general. En otras palabras, el derecho se dice incierto y discutible cuando los supuestos de hecho en que se funda el reclamo están en discusión y no hay prueba definitiva de los mismos.

Así las cosas, cuando los derechos reclamados en el marco de una conciliación o transacción laboral se presentan con tales características, no hay nada que impida su disponibilidad o renuncia.
(…)

Bajo ese panorama es claro que lo narrado por la actora en esta oportunidad no concuerda con lo expuesto ante la justicia laboral, por lo tanto emerge evidente que la negociación realizada por las partes, bajo la óptica de la funcionaria encargada de la aprobación, tuvo como soporte los extremos anunciados en la demanda ordinaria, que alcanza poco menos de dos años, así como el reclamo de prestaciones susceptibles de ser transadas, no solo porque no se trataba de  derechos que tuvieran el carácter de irrenunciables como los derivados del Sistema de Seguridad Social Pensional, sino porque la discusión de su reconocimiento quedó en evidencia cuando Construyamos Colombia S.A., al dar respuesta a la demanda, negó la existencia del contrato laboral pretendido por la demandante.
(…)

Ahora bien, si lo cuestionado es la cantidad recibida producto del acuerdo, que comparada con sus aspiraciones le resulta irrisoria, y que tal descontento deviene del indebido proceder de su procurador judicial, esta es una situación ajena al juzgado accionado, que no puede ser definida por vía constitucional, pues no fue prevista para suplantar las funciones de la Sala Disciplinaria de los Consejo Seccionales de la Judicatura encargada de investigar la conducta de los abogados.  
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, diecisiete de mayo de dos mil dieciocho
Acta N° 0           de 17 de mayo de 2018
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la acción de tutela iniciada por GLORIA ELENA VALENCIA ARANGO contra del JUZGADO PRIMERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, EL MUNICIPIO DE MISTRATÓ y la FUNDACIÓN CONTRUYAMOS COLOMBIA.
ANTECEDENTES

Informa la señora Gloria Elena Valencia Arango que laboró al servicio de la Fundación Construyamos Colombia S.A. por espacio de 7 años, desde el año 2008 hasta el año 2015, como manipuladora de alimentos y administradora del restaurante escolar del municipio de Mistrató; que, como quiera que su empleadora desconoció sus derechos laborales, decidió iniciar la acción laboral para lo cual contrató, al igual que muchas de sus compañeras de trabajo, los servicios del abogado Juan Francisco Cardona Montoya. 
Refiere que cada que indagaba por la suerte del proceso, dicho profesional le indicaba que todo marchaba bien y que la fecha en la que se llevaría a cabo la audiencia de conciliación estaba programada para el mes de marzo de 2018; no obstante en el mes de enero igual año, fue citada por el abogado para que recibiera $2.000.000 como producto de la conciliación de sus derechos laborales.
Inconforme con lo recibido, solicitó a su mandatario judicial que le entregara los documentos correspondientes a su caso, encontrando que no corresponden a los que hace parte del proceso que se adelantó ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira; sin embargo, una vez le fueron entregados, consultó con varios profesionales e incluso con el Ministerio de Trabajo, quienes le informaron que la conciliación no podía será adelantada sin su consentimiento y que además los derechos pensionales derivados de la reclamación administrativa no podían ser transados.
Estima que la actuación del Juzgado desconoce sus derechos fundamentales al mínimo vital, a la vida en condiciones dignas, a la igualdad, al debido proceso, a la seguridad social, a la salud y al trabajo, por lo tanto solicita su protección y como consecuencia que se ordene al despacho accionado deje sin efecto la conciliación llevada a cabo el día 15 de diciembre de 2017 dentro del proceso que allí adelanta en contra de la Fundación Construyamos Colombia S.A. y se disponiéndose la continuidad del trámite.
Como petición subsidiaria, reclama que por esta vía que le reconozca y pague las prestaciones y acreencias laborales correspondientes al periodo laborado para la accionada.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días para que se pronunciaran sobre los hechos y pretensiones en los que se fundamenta.  
El Despacho tutelado, luego de hacer un recuento de los hechos en que se funda la acción, así como los que soportaron la demanda laboral, indicó que su proceder respecto a la aprobación de la transacción que se dio entre las partes, se ciñó a lo establecido en el artículo 312 del Código General del Proceso, sin que ningún reparo le mereciera la actuación del procurador judicial de la actora, pues la misma demandante lo facultó para transar en su nombre y que si alguna irregularidad reviste su proceder, debe acudir ante el Consejo Superior de la Judicatura.
Finalmente, frente a las pretensiones subsidiarias, sostuvo que la acción de tutela no es el mecanismo previsto para reconocer derecho de origen laboral, cuya definición implica garantizar el debido proceso y el ejercicio del derecho de contradicción de las partes involucradas.
El ente territorial se vinculó a la litis informando que la accionante nunca estuvo vinculada al municipio de Mistrato y por esa razón la demanda laboral sólo fue impetrada en contra de la Fundación Construyamos Colombia S.A. lo cual, configura una falta de legitimación en la causa por pasiva.

Al margen de lo anterior, resalta la indebida utilización de este medio de defensa, ya que considera que no se reúne los requisitos generales y específicos de procedibilidad para atacar por esta vía una decisión judicial, como tampoco evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime la intervención del juez de tutela.

Construyamos Colombia S.A. a su turno señaló que nunca contrató los servicios de la señora Gloria Elena Valencia Arango y que el verdadero vínculo que la unió a ella fue un acuerdo de volutariado; que en ese sentido dio respuesta a demanda laboral, respecto a la cual su procurador judicial tenía amplias facultades para representarla, especialmente las de conciliar y recibir y en virtud a ello, y atendiendo que no se trataba de derechos ciertos e irrenunciables, procedieron a transar en la suma de $2.000.000; que dicho acuerdo fue avalado por el Juzgado, por lo tanto goza de validez y en ese sentido ninguna vulneración de derechos fundamentales reviste el citado convenio.

CONSIDERACIONES 

PROBLEMAS JURÍDICOS
¿Reúne la presente acción constitucional los requisitos de procedibilidad establecidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional, para controvertir por este medio decisiones judiciales?
En caso afirmativo ¿Vulneró el Juzgado Primero Laboral del Circuito los derechos fundamentales de la actora al aceptar la transacción presentada por su mandatario judicial y Construyamos Colombia S.A. en el proceso ordinario laboral que inició en contra de dicha sociedad?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el primer interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

La Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

                                                       

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

2. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.

3. TRANSACCIÓN EN MATERIA LABORAL

La Constitución Nacional en el artículo 53 faculta a las partes para conciliar y transigir sobre derechos inciertos y discutibles, fórmula que también se encuentra prevista en el artículo 15 del C.S.T. en cuanto otorga valor a la transacción, salvo cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles, entendidos estos últimos como aquellos que estando clara y expresamente consagrados y desarrollados en una norma positiva, en un caso concreto bajo estudio, los supuestos fácticos que se requieren para su aplicación coinciden con los del precepto general. En otras palabras, el derecho se dice incierto y discutible cuando los supuestos de hecho en que se funda el reclamo están en discusión y no hay prueba definitiva de los mismos.
Así las cosas, cuando los derechos reclamados en el marco de una conciliación o transacción laboral se presentan con tales características, no hay nada que impida su disponibilidad o renuncia. 

Al respecto, en sentencia de 17 de febrero de 2009 (Radicación 32051), la Corte explicó que,

"(...) esta Sala de la Corte ha explicado que "... el carácter de cierto e indiscutible de un derecho laboral, que impide que sea materia de una transacción o de una conciliación, surge del cumplimiento de los supuestos de hecho o de las condiciones establecidas en la norma jurídica que lo consagra. Por lo tanto, un derecho será cierto, real, innegable, cuando no haya duda sobre la existencia de los hechos que le dan origen y exista certeza de que no hay ningún elemento que impida su configuración o su exigibilidad. Lo que hace, entonces, que un derecho sea indiscutible es la certeza sobre la realización de las condiciones para su causación y no el hecho de que entre empleador y trabajador existan discusiones, diferencias o posiciones enfrentadas en torno a su nacimiento, pues, de no ser así, bastaría que el empleador, o a quien se le atribuya esa calidad, niegue o debata la existencia de un derecho para que éste se entienda discutible, lo que desde luego no se correspondería con el objetivo de la restricción, impuesta tanto por el constituyente de 1991 como por el legislador, a /a facultad del trabajador de disponer de los derechos causados en su favor; limitación que tiene fundamento en la irrenunciabilidad de los derechos laborales consagrados en las leyes sociales" (Sentencia del 14 de diciembre de 2007, radicación 29332)".

3. CASO CONCRETO.

De acuerdo con el relato fáctico, la parte actora reprocha la indebida actuación de su procurador judicial frente a la transacción que de sus derechos laborales realizó con Construyamos Colombia S.A., dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia tramitado ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, pues estima que el monto recibido por dicho abogado no se compadece con la  labor que por espacio de 7 años desarrolló a favor de la sociedad demandada, ni con la suma que representa sus prestaciones y acreencias laborales correspondientes a ese mismo lapso.

También señala como responsable de la vulneración de sus derechos fundamentales al Juzgado accionado, ya que considera que, al ser dicho acuerdo lesivo a sus intereses, no debió ser aprobado por ese Despacho Judicial.
Lo primero que debe determinarse antes de proceder con la solución del problema jurídico planteado, es verificar la viabilidad de trámite de tutela, siendo esta procedente toda vez que la actora: i) hizo la estimación de la afectación de sus derechos fundamentales, identificando plenamente los supuestos fácticos constitutivos de la violación que alega, ii) la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela y iii) ésta fue dictada el 15 de diciembre de 2017, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 2 de mayo del año en curso, es decir en un término oportuno y razonable.

Ahora, es del caso precisar que si bien el auto que acepta la transacción puede ser recurrido según lo consagra el artículo 312 del Código General del Proceso, lo cierto es que, de acuerdo con la versión de la demandante, ésta desconocía no sólo la decisión judicial, sino también la actuación de su procurador judicial, quién en virtud al derecho de postulación, era el único legitimado para interponer el recurso, pero que en todo caso no iba a proponerlo, pues fue él quien presentó la transacción coadyuvado por la representante legal de Construyamos Colombia S.A. –fl   - y solicitó la aprobación de la misma ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito, lo que de suyo implica que este presupuesto de procedibilidad no puede ser acreditado por la promotora de la acción.
Ahora bien, como se indicó con anterioridad, en estos casos, al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha es producto de una actuación arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional.

En cumplimiento de tal encargo, debe precisarse que si bien los accionados no cuestionaron los hechos en que se funda la acción constitucional, algunos acontecimientos narrados por la actora no guardan relación con lo sucedido en el proceso ordinario cuyo trámite se reprocha, como pasa a explicarse.

Como punto de partida se tiene que la señora Valencia Arango afirma en la acción constitucional que entre los años 2008 y 2015, prestó sus servicios personales a la Fundación Construyamos Colombia S.A., aportando como prueba copia de una certificación expedida por el Rector del Instituto Mistrató –fl 29-; no obstante, esta prueba no obra en la demanda laboral, en la que se reclama que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre el 20 de enero de 2014 y el 30 de diciembre de 2015.  
En igual sentido se observa incongruencias respecto a las pretensiones económicas de la demanda ordinaria, pues mientras en ésta se reclama acreencias como cesantías, intereses a la cesantías, prima de servicios, vacaciones e indemnización moratoria, como sanción por la omisión en el pago de dicha prestaciones, en la acción constitucional se hace referencia a que también se reclamaron derechos pensionales.
Bajo ese panorama es claro que lo narrado por la actora en esta oportunidad no concuerda con lo expuesto ante la justicia laboral, por lo tanto emerge evidente que la negociación realizada por las partes, bajo la óptica de la funcionaria encargada de la aprobación, tuvo como soporte los extremos anunciados en la demanda ordinaria, que alcanza poco menos de dos años, así como el reclamo de prestaciones susceptibles de ser transadas, no solo porque no se trataba de  derechos que tuvieran el carácter de irrenunciables como los derivados del Sistema de Seguridad Social Pensional, sino porque la discusión de su reconocimiento quedó en evidencia cuando Construyamos Colombia S.A., al dar respuesta a la demanda, negó la existencia del contrato laboral pretendido por la demandante.

Respecto a la actuación del abogado que representó sus intereses ante la justicia laboral, cabe anotar que en el poder que le fuera conferido para adelantar el trámite ordinario se consignó de manera expresa que éste quedaba facultado para “recibir, transigir, desistir, conciliar”, mandato que confiesa la misma poderdante en el escrito de tutela, le otorgó sin miramiento alguno y de manera voluntaria, por lo tanto, no tenía el deber el juzgado accionado de exigir el aval de la poderdante en el contrato de transacción presentado para su aprobación. –Negrilla para resaltar-
Ahora bien, si lo cuestionado es la cantidad recibida producto del acuerdo, que comparada con sus aspiraciones le resulta irrisoria, y que tal descontento deviene del indebido proceder de su procurador judicial, esta es una situación ajena al juzgado accionado, que no puede ser definida por vía constitucional, pues no fue prevista para suplantar las funciones de la Sala Disciplinaria de los Consejo Seccionales de la Judicatura encargada de investigar la conducta de los abogados.  
Como puede observarse, ninguno de los requisitos específicos de procedibilidad de la acción de tutela para controvertir decisiones judiciales se cumple en este caso, pues no se puede edificar una vía de hecho con argumentos, supuestos fácticos, pruebas y pretensiones desconocidos por el funcionario judicial, ya que  no hicieron parte de la controversia que le fue planteada originalmente.

En ese entendido debe concluirse que la providencia por medio de la cual el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, aprobó la transacción presentada por las partes no fue violatoria del debido proceso o el derecho de defensa, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni en su texto se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico. En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia el respeto por los derechos procesales que le asisten a las partes.
De acuerdo con lo expuesto, en consideración a que no sólo no resultaba procedente la solicitud de amparo, sino que ningún derecho fundamental fue vulnerado por el Juzgado accionado al proferir el auto que aprobó la transacción presentada por las partes en el proceso ordinario laboral adelantado por la señora Gloria Elena Valencia Arango contra Construyamos Colombia S.A., la protección solicitada será negada.
En igual sentido se negara la petición subsidiaria consistente en que se obligue a dicha sociedad a cancelar la totalidad de las acreencias causadas durante los sietes (7) años que afirma prestó sus servicios, ya que ni en este trámite ni en el proceso ordinario se logra demostrar con tal contundencia la existencia de un vínculo laboral por ese lapso, además, la acción de tutela no fue prevista para suplantar la competencia de juez natural, máxime cuando no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable como presupuesto necesario para atender esta clase de peticiones por la vía constitucional.

De acuerdo con la decisión aquí tomada, innecesario resulta ahondar respecto a la vinculación del Municipio de Minstrato, que no sobra indicar no hizo parte, ni del proceso ordinario, ni del acuerdo de transacción cuestionado por la accionante.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR la protección invocada la señora GLORIA ELENA VALENCIA ARANGO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por medio más expedito.
TERCERO: DISPONER el envió de la presente actuación a la honorable Corte Constitucional para lo de su competencia, en el evento de que esta providencia no sea apelada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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